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AUTO DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 

Lima, 29 de octubre de 2019 

VISTA 

La demanda de conflicto competencial interpuesta con fecha 10 de octubre de 
019por el señor Pedro Carlos Olaechea Álvarez-Calderón, quien invoca la condición de 
esidente del Congreso de la República, contra el Poder Ejecutivo; y 

ATENDIENDO A QUE 

1. Conforme a lo establecido en el inciso 3 del artículo 202 de la Constitución Política 
del Perú, el Tribunal Constitucional es competente para conocer los conflictos de 
competencias o de atribuciones que esta asigna a los poderes del Estado, los órganos 
constitucionales y los gobiernos regionales y municipales. 

2. Este Tribunal, en reiterada jurisprudencia, ha establecido que para que se configure 
un conflicto competencia' se requiere de la concurrencia de dos elementos: uno 
subjetivo y otro objetivo. 

3. El primero de ellos está referido a que los sujetos involucrados en el conflicto deben 
contar con legitimidad para obrar. Al respecto, el artículo 109 del Código Procesal 
Constitucional reconoce legitimidad activa, con carácter de numerus clausus, a 
determinadas entidades estatales. 

gundo de los elementos que debe tener un conflicto competencia' es de carácter 
etivo. Este se encuentra referido a la naturaleza del conflicto mismo, la cual deberá 
er dimensión constitucional; es decir, deberá tratarse de competencias o 

atribuciones derivadas de la Constitución o de las leyes orgánicas respectivas. 

5. 	El conflicto puede oponer, según nuestra normatividad: (i) al Poder Ejecutivo con uno 
o más gobiernos regionales o locales; (ii) a un gobierno regional o local con uno o 
más gobiernos regionales o locales; y, (iii) a un poder del Estado con otro poder del 
Estado o con una entidad constitucional autónoma, o a estas entre sí. 
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Dicho artículo establece también que las entidades estatales en conflicto deben actuar 
en el proceso a través de sus titulares, y si el órgano tiene composición colegiada 
debe contar, además, "con la aprobación del respectivo pleno". 

A La legitimación activa en el presente caso (elemento subjetivo) 

Debe tomarse en cuenta que, en la Edición Extraordinaria del Diario Oficial El 
Peruano del 30 de setiembre de 2019, se publicó el Decreto Supremo 165-2019-
PCM, mediante el que se "disuelve el Congreso de la República y convoca a 
elecciones para un nuevo Congreso" de acuerdo con lo previsto en el artículo 134 de 
la Constitución. Esta disposición establece que: 

lehl Presidente de la República está facultado para disolver el Congreso si éste 
ha censurado o negado su confianza a dos Consejos de Ministros. 
El decreto de disolución contiene la convocatoria a elecciones para un nuevo 
Congreso. Dichas elecciones se realizan dentro de los cuatro meses de la fecha 
de disolución, sin que pueda alterarse el sistema electoral preexistente. 
No puede disolverse el Congreso en el último año de su mandato. Disuelto el 
Congreso, se mantiene en funciones la Comisión Permanente, la cual no 
puede ser disuelta (...)"(negritas agregadas). 

8. 	Como fue señalado supra, el Código Procesal Constitucional exige que las entidades 
estatales actúen en el proceso competencial a través de sus titulares, y si el órgano 
tiene composición colegiada debe contar, además, "con la aprobación del respectivo 

e presente caso, la materia controvertida consiste en determinar si es que la parte 
actora tenía facultades para interponer la demanda de conflicto competencial de 
autos, presentada ante este Tribunal el 10 de octubre de 2019, en atención a que el 
Pleno de la citada entidad se encuentra disuelto. 

10. Ahora bien, de conformidad con la Constitución, la Comisión Permanente, durante el 
interregno parlamentario, continúa ejerciendo sus funciones. Esto no implica que la 
Comisión Permanente tenga las facultades del Pleno del Congreso y pueda hacer sus 
veces, sino que está limitada a lo dispuesto en el artículo 135 de la Constitución. 
Efectivamente, la Comisión Permanente y el Pleno del Congreso de la República son 
órganos diferentes y no tienen las mismas competencias, es decir, esta última no es un 
Pleno reducido, ni tiene sus mismas atribuciones. 
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Por ello, determinar la legitimidad activa en este caso no es un asunto de sencilla 
dilucidación. Y es que, como se advertirá, existen extremos de la demanda que han 
contado, según indica la parte actora, con la autorización del Pleno del Congreso, 
mientras que, en otros casos, la licencia para hacerlo ha sido brindada por la 
Comisión Permanente. Al respecto, este Tribunal advierte que, con el escrito de 
demanda competencial, se han adjuntado los siguientes documentos: 

(i) La copia fedateada de la transcripción de la Sesión del Pleno del Congreso de la 
República del 25 de julio de 2019 (anexo 1 de la demanda), en la cual el 
entonces Presidente del Congreso, Daniel Salaverry Villa, informa la adopción 
del siguiente acuerdo: 

Ha sido aprobada la autorización al Presidente del Congreso de la República, para que 
interponga una acción competencial y su correspondiente medida cautelar ante el 
Tribunal Constitucional, a fin de que este órgano constitucional esclarezca el alcance y 
forma en que se ejerce la cuestión de confianza planteada por el Presidente del Consejo 
de Ministros en su exposición en este Hemiciclo (fojas 85 del cuaderno principal). 

(ii) La copia fedateada de la transcripción de la Sesión de la Comisión Permanente 
del Congreso de la República del 2 de octubre de 2019 (anexo 2 de la 
demanda), en la cual el Señor Pedro Carlos Olaechea Álvarez-Calderón, 
invocando la condición de Presidente del Congreso de la República, informa la 
adopción del siguiente acuerdo: 

consecuencia, ha sido aprobada la autorización para interponer una acción 
etencial y su correspondiente medida cautelar ante el Tribunal Constitucional 

fojas 121 del cuaderno principal). 

De este modo, puede notarse que la demanda competencial que aquí se analiza ha 
sido interpuesta con autorizaciones, respecto del punto (i), del Pleno del Congreso, y, 
en relación con el punto (ii), con la de la Comisión Permanente. En ese sentido, se 
alega que diversos actos realizados por el Poder Ejecutivo vulneran las competencias 
constitucionales del Congreso, el principio de separación de poderes, el Estado de 
Derecho y el sistema democrático. 

13. Se ha solicitado, en particular, que este Tribunal admita a trámite la demanda 
competencial y declare: 
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Que el Poder Ejecutivo no tiene competencia para realizar pedidos de cuestión 
de confianza respecto de atribuciones que son de competencia constitucional 
exclusiva del Congreso de la República, ya que ello significa menoscabar 
dichas atribuciones; 

Las competencias a las que se hace referencia en la demanda son las de: (a) 
aprobación de normas de reforma constitucional (artículo 206 de la 
Constitución); y, (b) la selección y elección de magistrados del Tribunal 
Constitucional (artículo 201 de la Constitución); 

(ü) Que, cuando el Poder Ejecutivo, a través de la Presidencia del Consejo de 
Ministros, realiza un pedido de cuestión de confianza, este solo puede ser 
otorgado por el Congreso de la República de forma expresa, a través de una 
votación del Pleno, y no de manera tácita o "fáctica"; 

(iii) Que la cuestión de confianza debe plantearse, debatirse y someterse a votación, 
respetando los procesos establecidos en el Reglamento del Congreso, en 
función a sus prerrogativas de autorregulación; y, 

(iv) La nulidad del acto de disolución contenida en el Decreto Supremo 165-2019-
PCM. 

14. La primera de dichas pretensiones se relaciona con dos aspectos: (a) la cuestión de 
confían respecto de la aprobación de normas de reforma constitucional; y, (b) la 

e confianza respecto de la selección y elección de magistrados del Tribunal 
cional. 

relación con la cuestión de confianza respecto de la aprobación de normas de 
reforma constitucional, existe el acuerdo de la Sesión de Pleno del Congreso del 25 
de julio de 2019 -al que se hizo alusión supra-, el cual se adoptó como consecuencia 
de la cuestión de confianza anunciada por el Presidente del Consejo de Ministros con 
el Oficio 125-2019-PCM (fojas 81 del cuaderno principal), que es el acto cuestionado 
en este extremo de la demanda. Sobre ello, es posible advertir que el acuerdo del 
Congreso de la República no se relaciona con algún supuesto concreto que genere la 
interposición de una demanda de conflicto de competencias, sino, antes bien, se trata 
de un pedido genérico vinculado con la posibilidad de plantear cuestiones de 
confianza respecto de leyes de reforma constitucional, asunto que no se dilucida en 
esta clase de procesos constitucionales, los cuales demandan una conducta concreta 

(i) 
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que materialice dicha tensión. Del mismo modo, este Tribunal observa que el 
Congreso de la República otorgó al Poder Ejecutivo, en su momento, la cuestión de 
confianza sobre los proyectos de leyes de reforma constitucional, los cuales fueron 
debatidos y aprobados por parte del mismo Poder Legislativo. 

Por otro lado, respecto de las demás pretensiones (que están relacionadas con el 
pedido de cuestión de confianza del 30 de setiembre de 2019 y el acto de disolución 
del Congreso contenido en el Decreto Supremo 165-2019-PCM) no existe un acuerdo 
adoptado por el Pleno del Congreso, conforme lo requiere el artículo 109 del Código 
Procesal Constitucional, en tanto el Congreso de la República se encuentra disuelto y 
únicamente se encuentra en funciones la Comisión Permanente. 

17. Al respecto, debería tenerse presente que si este Tribunal, en aplicación estricta de un 
criterio netamente formal como el contenido en el artículo 109 del Código Procesal 
Constitucional, rechazara la demanda interpuesta por quien actúa legitimado con el 
acuerdo de la Comisión Permanente, se estaría desconociendo las funciones que le 
han sido encargadas directamente por la Constitución, y omitiendo cumplir con su 
deber de colaborar en la solución jurídica y pacífica de conflictos de carácter 
constitucional en nuestra sociedad. 

4  / 

	

	18. En tal sentido, corresponde recordar los siguientes principios de interpretación 
constitucional, establecidos por este Tribunal en el fundamento 12 de la Sentencia 
05854-2005-AA/TC: 

ción funcional: que exige al juez constitucional que, al realizar su labor 
interpretación, no desvirtúe las funciones y competencias que el 
tituyente ha asignado a cada uno de los órganos constitucionales, de modo 

al que el equilibrio inherente al Estado Constitucional, como presupuesto del 
respeto de los derechos fundamentales, se encuentre plenamente garantizado; y, 

(ii) Función integradora: El "producto" de la interpretación sólo podrá ser 
considerado como válido en la medida que contribuya a integrar, pacificar y 
ordenar las relaciones de los poderes públicos entre sí y las de estos con la 
sociedad. 

. Atendiendo a dichos principios tenemos que, ante un conflicto competencial de la 
magnitud del que existe ahora, este Tribunal está llamado a interpretar las 
atribuciones de los poderes en conflicto de modo tal que se asegure el equilibrio de 
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poderes inherente al Estado Constitucional, pacificando y ordenando las relaciones 
entre los mismos. Del mismo modo, debe tenerse en cuenta que la imposibilidad de 
cuestionar jurisdiccionalmente el decreto que dispone la disolución del Congreso de 
la República generaría que su sola entrada en vigencia suponga su inmunidad, 
cue tión que atentaría contra el carácter normativo de nuestra Norma Fundamental. 

omo se ha sostenido con anterioridad, 

afirmar que existen actos de alguna entidad estatal cuya validez constitucional no 
puede ser objeto de control constitucional, supone sostener, con el mismo énfasis, que 
en tales ámbitos la Constitución ha perdido su condición de norma jurídica, para volver 
a ser una mera carta política referencia], incapaz de vincular al poder. Pretender que el 
Tribunal Constitucional se adhiera a esta tesis, equivale a pretender que abdique del rol 
de guardián de la Constitución [STC 05854-2005-PA/TC, fundamento 7]. 

20. Esta necesidad es aún más apremiante si se advierte que, de conformidad con el 
artículo II del Título Preliminar del Código Procesal Constitucional, uno de los fines 
de los procesos constitucionales es garantizar la primacía de la norma suprema, 
cuestión que amerita que sea este Tribunal el órgano llamado a dirimir el conflicto y 
pronunciarse sobre la compatibilidad del acto de la disolución del Congreso de la 
República con la Constitución de 1993. Es evidente, sobre este punto, que admitir a 
trámite la demanda no presupone que la misma vaya a ser amparada. Tan solo implica 
la constatación de que existe una situación que amerita ser resuelta a través de la 
activación de la jurisdicción constitucional. 

ado, si bien la interposición de una demanda de conflicto competencial sin 
de Pleno se trata de un supuesto no previsto expresamente en la Constitución 

digo Procesal Constitucional, este Tribunal advierte que resulta un imposible 
ídico exigir que un órgano que no se encuentra en funciones adopte un acuerdo. En 

ese sentido, es evidente que tanto los constituyentes de 1993 como los autores del 
Código Procesal Constitucional no se colocaron en el escenario de una eventual 
demanda de conflicto competencial interpuesta con el Pleno del Congreso de la 
República disuelto. Sin embargo, desde ningún punto de vista ello puede suponer que 
la ausencia de una disposición expresa sobre esta materia deba interpretarse en el 
sentido de restringir de manera injustificada la posibilidad de que dicho órgano pueda 
cuestionar ante este Tribunal algún acto concreto que, según su percepción, pueda 
suponer un menoscabo de sus atribuciones. 
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22. En ese sentido, y toda vez que la situación descrita genera una duda razonable en 
torno a la admisión a trámite de la presente demanda, corresponde aplicar el principio 
pro actione, incorporado en el artículo UI del Título Preliminar del Código Procesal 
Constitucional, por lo que debe continuarse con el trámite del proceso, adecuando las 
exigencias de las formalidades previstas a su finalidad garantizando la primacía de la 
Constitución. 

En todo caso, un pronunciamiento en relación con el fondo de la controversia es no 
solamente lo más beneficioso para fortalecer nuestras instituciones democráticas, sino 
que también permitirá que este Tribunal pueda delimitar los alcances de las 
atribuciones de los órganos que, en esta oportunidad, se encuentran involucrados, esto 
es, tanto del Congreso de la República como del Poder Ejecutivo. 

B) La naturaleza del conflicto competencial en el presente caso (elemento objetivo) 

24. En el escrito de demanda de conflicto de competencia se señala que existe un 
conflicto constitucional por menoscabo en sentido estricto. En este supuesto, cada 
órgano constitucional conoce perfectamente cuál es su competencia; sin embargo, 
uno de ellos realiza un indebido o prohibido ejercicio de la atribución que le 
corresponde, lo que repercute sobre el ámbito del que es titular el otro órgano 
constitucional. 

25. El proceso competencial resulta de importancia justamente para dirimir las 
controversias que se susciten en torno a las atribuciones asignadas directamente por la 

o las leyes orgánicas que delimiten los ámbitos propios de los poderes 
o y, en consecuencia, el desarrollo del sistema democrático requiere que los 

como el presente sean deliberados y resueltos por este órgano de control de la 
nstitución. En efecto, resulta evidente que una controversia que gira en torno a la 

legitimidad de la disolución del Congreso de la República es uno de los más 
importantes y urgentes conflictos constitucionales que podrían ser materia del 
proceso de competencias establecido en el inciso 3 del artículo 202 de la 
Constitución. 

26. Por todo lo expuesto, corresponde admitir la demanda competencial planteada por el 
Señor Pedro Carlos Olaechea Álvarez-Calderón, quien invoca la condición de 
Presidente del Congreso de la República, contra el Poder Ejecutivo, y emplazar a este 
último para que la conteste de conformidad con lo establecido en el artículo 112 del 
Código Procesal Constitucional. 
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27. A mayor abundamiento, la admisión a trámite de la demanda competencial en el 
presente caso no podría conllevar a que los efectos de lo resuelto en la sentencia que 
se emitirá en el marco del presente proceso competencial incidan en el cronograma 
electoral aprobado por el Jurado Nacional de Elecciones, a través de la Resolución 
155-2019-JNE, publicada en el diario oficial El Peruano el 11 de octubre de 2019. 

28. Al respecto, y de manera complementaria, debe precisarse que este Tribunal, en 
controversias jurídicas en las cuales la materia de relevancia constitucional ha estado 
relacionada directa o indirectamente con el cumplimiento de un cronograma electoral, 
ha dispuesto que la interposición de una demanda no suspende dicho cronograma, 
todo ello en aras de la seguridad jurídica del proceso electoral, necesaria para la 
estabilidad y equilibrio del sistema constitucional (STC 05854-2005-PA/TC, 
fundamentos 38 y 39). Las consideraciones desarrolladas por el Tribunal 
Constitucional al dirimir la presente controversia tendrán efectos a futuro. 

Por estas consideraciones, el Tribunal Constitucional, con la autoridad que le confiere 
la Constitución Política del Perú, y con los fundamentos de voto de los magistrados Blume 
Fortini, Miranda Canales, Sardón de Taboada, Ledesma Narváez, Espinosa-Saldaña Barrera 
y Ferrero Costa, 

RESUELVE 

ADMITIR a trámite la demanda de conflicto com 
Poder Ejecutivo. 

Publíquese y notifíquese. 

SS. 

BLUME FORTINI 
MIRANDA CANALES 
RAMOS NÚÑEZ 
SARDÓN DE TABOADA 
LEDESMA NARVÁEZ 
ESPINOSA-SALDAÑA BARRERA 
FERRERO COSTA 

cial y correr traslado de la misma al 

IPONENTE RAMOS NÚÑEZ I 

Lo que certifico: 

Flavio Reátegui Apaza 
Secretario Relator 

TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 
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FUNDAMENTO DE VOTO DEL MAGISTRADO ERNESTO BLUME FORTINI 

Si bien coincido con admitir a trámite la demanda competencia! promovida por el Poder 
Legislativo contra el Poder Ejecutivo materia de estos autos, considero importante 
manifestar las razones por las que opino que el señor Pedro Carlos Olaechea Álvarez-
Calderón cuenta con legitimación activa suficiente para plantear la presente demanda, 
así como considero necesario expresar mi discrepancia con relación a los fundamentos 
27 y 28 del auto de calificación de la demanda. 

1. En primer lugar, soy de la opinión de que la presidencia del Poder Legislativo, en 
tanto es uno de los poderes del Estado, la mantiene el señor Pedro Carlos Olaechea 
Álvarez-Calderón, quien, en su momento, fue elegido para tal cargo, bajo el 
procedimiento parlamentario respectivo. 

2. En mi condición de juez constitucional, defensor de la vigencia y fuerza normativa 
de la Constitución, considero ello en una interpretación constitucional y sistemática 
del mandato contenido en el párrafo tercero del artículo 134 y el artículo 34 de la 
Carta Fundamental. 

3. En efecto, por mandato del Poder Constituyente expresado en el artículo 43 de la 
Constitución Política, el Perú es una república democrática, organizada bajo el 
principio de separación de poderes. En tal sentido, corresponde reafirmar tal 
mandato y establecer que el ejercicio de la potestad presidencial de disolución del 
Congreso de la República contenida en el artículo 134 del Texto Constitucional no 
implica, bajo ningún supuesto, eliminar o extinguir un poder del Estado, más aún 
cuando, el tercer párrafo del citado artículo, manifiesta clara y certeramente que, la 
Comisión Permanente del Congreso de la República "no puede ser disuelta". 

Asumir una interpretación, postura o entendimiento en dicho negado sentido 
interpretativo supondría un alejamiento de la estructura del Estado republicano y 
democrático peruano, que vaciaría de telos y fuerza normativa a la Constitución 
Política, así como supondría admitir el decaimiento de la república en provecho de 
modelos gubernamentales de facto. 

4. Cabe precisar que tal representación del Poder Legislativo no solo se desprende, a 
mí juicio, de la existencia efectiva de este poder del Estado tras la disolución del 
pleno de Congreso, sino que, además, se encuentra debidamente respaldada en el 
Reglamento del Congreso —norma de funcionamiento de este poder del Estado—
cuando señala con especial énfasis en el párrafo segundo de su artículo 42 que, "La 
Comisión Permanente está presidida por el Presidente del Congreso (...)", norma 
que forma parte del bloque de constitucionalidad que opera para el Poder 
Legislativo. 

5. En segundo lugar, discrepo y me aparto de los fundamentos 27 y 28 del auto de 
admisibilidad, en la medida que considero que restar desde la admisión a trámite, 
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BLUME FORTINI 
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cualquier tipo de efectos al pronunciamiento jurídico que, sobre la materia 
controvertida, se pueda vislumbrar ya sea porque así lo haya propuesto o no la parte 
demandante, impide un importante margen de estudio sobre la cuestión jurídica 
propuesta en la demanda, al igual que reduce la capacidad de respuesta del Tribunal 
Constitucional como órgano competente constitucional para dilucidar este tipo de 
situaciones. 

6. Si bien resulta cierto que la disolución del Congreso ejecutada por el Poder 
Ejecutivo en ejercicio de la potestad del artículo 134 de la Constitución, se 
encuentra vinculada a una convocatoria a elecciones congresales, ello no implica 
que el Tribunal Constitucional no pueda efectuar un control oportuno de los actos 
que, corno consecuencia del ejercicio de tal potestad, el Poder Ejecutivo se 
encuentre ejecutando, así como no impide, bajo ninguna circunstancia, en ejercicio 
de sus competencias constitucionales, mantener una actitud vigilante en aras de 
verificar la indemnidad democrática del país. 

7. Por ello, soy de la opinión que los fundamentos 27 y 28 resultan innecesarios e 
impertinentes. 

Lo que certifico: 

Flavio Reátegui Apaza 
Secretario Relator 

TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 
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FUNDAMENTO DE VOTO DEL MAGISTRADO MIRANDA CANALES 

En el presente caso, si bien me encuentro de acuerdo con que se admita a trámite 
la demanda, considero pertinente señalar algunas consideraciones adicionales: 

1. El punto más controvertido de la demanda consiste en el cumplimiento del 
requisito previsto en el artículo 109 del Código Procesal Constitucional, el 
cual en su último párrafo señala que: 

" (...). Tratándose de entidades de composición colegiada, la decisión requerirá 
contar con la aprobación del respectivo pleno" 

2. Al haberse disuelto el Congreso de la República, dicho poder del Estado no 
está en condiciones de cumplir con el referido requisito, puesto que no se 
encuentra en funciones el Pleno del Congreso de la República. Esto nos lleva a 
dos interpretaciones posibles: 1) Que en esta excepcional circunstancia, el 
Congreso de la República se encuentra imposibilitado de interponer demandas 
competenciales; 2) Que no debemos exigir al Congreso de la República, un 
requisito que no está en condiciones de cumplir. 

3. Considero que la primera opción debe ser descartada, puesto que es contraria a 
la idea de Estado Constitucional. Conforme lo ha reconocido este Tribunal 
Constitucional en reiterada jurisprudencia, la supremacía normativa de la 
Constitución, que se reconoce en el artículo 51 de la misma, se sustenta en la 
inexistencia de zonas exentas de control constitucional. En este sentido, no 
puede entenderse la disolución del Congreso, prevista en la Constitución, 
como un lapso en el que dicho Poder del Estado se encuentre imposibilitado 
de acudir a la Justicia Constitucional a fin de cuestionar actos que 
presumiblemente no le permitan ejercer sus competencias, o impliquen un 
menoscabo en el ejercicio de las mismas. Es por ello que considero que la 
demanda sí debe ser admitida a trámite. 

Lo que certifico: 

Flavio Reátegui Apaza 
Secretario Relator 

TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 
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FUNDAMENTO DE VOTO DEL MAGISTRADO SARDÓN DE TABOADA 

Estoy de acuerdo con admitir la demanda competencia! presentada por el Presidente del 
Congreso de la República, pero me aparto del fundamento 27 del auto, que señala que: 

la admisión a trámite de la demanda competencial en el presente caso no podría conllevar a 
que los efectos de lo resuelto en la sentencia que se emitirá en el marco del presente proce-
so competencial incidan en el cronograma electoral aprobado por el Jurado Nacional de 
Elecciones, a través de la Resolución 155-2019-JNE, publicada en el diario oficial El Pe-
ruano el 11 de octubre de 2019. 

Al auto admisorio le preocupa que la sentencia se expida antes de la realización de las 
elecciones extraordinarias convocadas por el Jurado Nacional de Elecciones; preferiría 
que la sentencia se expidiera después de que se realicen tales elecciones. 

A mi criterio, la expedición de la sentencia no puede estar sujeta a tales temores —
máxime, cuando simultáneamente, por mayoría, el Tribunal Constitucional ha rechaza-
do la medida cautelar solicitada por el Presidente del Congreso de la República. 

Así, este fundamento es impertinente. 

S. 

SARDÓN DE TABOADA 

 

 

Lo que certifico: 
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Plavio Reáte Apaza 
Secretario Relator 
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EXP. N.° 00006-2019-PC/TC 
LIMA 
CONGRESO DE LA REPÚBLICA 
AUTO 1 - CALIFICACIÓN 

FUNDAMENTO DE VOTO DE LA MAGISTRADA LEDESMA NARVÁEZ 

En asuntos públicos esenciales para la sociedad 
como la disolución de un poder del Estado, se 
hace necesario que el Tribunal Constitucional 
genere efectivos espacios deliberativos, por 
ejemplo, mediante la publicidad de las 
respectivas sesiones de Pleno 

En lo que hoy tocaba resolver al Tribunal Constitucional, este contaba con más de 
una opción válida para resolver si admitía o no la demanda y optó por una que se ha 
estimado corresponde en mejor medida al contexto jurídico-político que vive 
nuestro país. Este caso debe servir para que los ciudadanos aprecien cada vez más la 
importancia que una Constitución tiene en la solución de los problemas esenciales 
de nuestra sociedad, ya sea en el equilibrio de los poderes estatales o en la 
protección de los derechos fundamentales, así como también para apreciar que en el 
marco constitucional y procesal constitucional no siempre hay respuestas claras, 
uniformes, únicas o eternas. 	 • 

Si en este caso el Tribunal Constitucional declaraba que la demanda competencial 
resultaba improcedente, esta era una opción plenamente válida. Tan solo hubiese 
sido necesario aplicar el artículo 109 del Código Procesal Constitucional para 
verificar que la Comisión Permanente, per se, no es un poder del Estado, ni un 
órgano constitucional, ni un Gobierno regional o municipal, que son los únicos que 
tienen legitimidad para demandar. De hecho, ni el poder constituyente (que elaboró 
la Constitución) ni el poder legislativo (que elaboró el Código Procesal 
Constitucional), previeron una situación de este tipo y por eso no la consagraron, de 
modo que al no estar regulada tal posibilidad podía rechazarse la demanda 
planteada. 

3. Sin embargo, como jueza constitucional asumí que este es un caso excepcional y 
que la opción antes mencionada, siendo válida, no era una que se adecuaba al 
contexto jurídico-político vigente, en el que se observa que existe una importante 
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participación de la ciudadanía, manifestada en distintos foros públicos, respecto de 
una cuestión tan esencial relacionada con la constitucionalidad de la decisión del 
Presidente de la República de disolver el Congreso el 30 de setiembre de 2019, el 
uso de las cuestiones de confianza o las competencias del Congreso de la República 
sobre el particular. Se apreciaba mucha incertidumbre y más preguntas que 
respuestas sobre asuntos públicos esenciales. Ante tal contexto ¿qué se hace en una 
sociedad democrática para despejar esa incertidumbre o para encontrar esas 
respuestas? Pues bien, en principio, es importante que todos los ciudadanos, por ser 
también intérpretes de la Constitución, participen expresando su punto de vista. En 
una democracia constitucional, cada uno de ellos, conforme a su distinta formación 
u orientación, tiene la libertad e igual derecho de participar en los distintos foros 
públicos, ya sea mediante medios de comunicación, redes sociales, mecanismos de 
participación ciudadana de instituciones estatales, etc., expresando su posición 
respecto de las cuestiones constitucionales que estimen relevantes. 

4. Ante la variedad de puntos de vista e interpretaciones existentes en el medio social 
son los jueces los que deben asumir la interpretación especializada de las 
disposiciones constitucionales. En el específico proceso de conflicto de 
competencias entre poderes del Estado, el Tribunal Constitucional es el órgano al 
que en instancia única le corresponde solucionar dicho conflicto, interpretando 
adecuadamente las respectivas competencias constitucionales y esgrimiendo los 
argumentos que justifiquen la interpretación oficial de las disposiciones 
constitucionales en cuestión. 

Ahora, no se trata de que cada juez constitucional emita un voto sin que este se 
encuentre acompañado de argumentos o razones que lo justifiquen. En dicha 
justificación radica su legitimidad. Por ello, en su justificación se debe ejercer una 
labor de identificación o reconocimiento de los contenidos normativos que las 
expresas disposiciones constitucionales establecen y luego, cuando, a raíz de los 
nuevos casos o supuestos que se presentan, los contenidos normativos no estén muy 
claros o simplemente no estén, debe ejercer una labor de interpretación creativa que 
se ajuste a los principios constitucionales básicos y a los valores políticos esenciales 
que den sustento a nuestro sistema constitucional. Pero no solo ello, en la 
justificación de sus decisiones va resultar igualmente importante la coherencia de 
los votos emitidos por el mismo juez constitucional durante su actividad 
jurisdiccional. Lo que le está vedado a un juez constitucional es emitir votos sin 
justificación que obedezcan a intereses no públicos o que resulten incoherentes con 
otros votos suyos ya emitidos (salvo, en este último caso, que se sustenten las 
razones para un cambio de orientación). 
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6. Sobre la relevancia que tiene dicha labor de los altos órganos de justicia (Tribunal 
Constitucional o Corte Suprema, según sea el país), conviene recordar a John 
Rawls, quien, aludiendo a la experiencia constitucional norteamericana, sostuvo 
que "es tarea de los magistrados tratar de elaborar y expresar en sus opiniones 
razonadas la mejor interpretación de la Constitución que puedan dar, utilizando sus 
conocimientos acerca de la aplicación de la Constitución y de los casos 
constitucionales precedentes. En esto la mejor interpretación es la que mejor se 
ajuste al cuerpo de leyes pertinente de esos materiales constitucionales, y se 
justifique en términos de la concepción pública de la justicia o de una variante 
razonable de ella. Al hacer esto, se espera que los magistrados recurran a los valores 
políticos de la concepción pública de la justicia, siempre que la Constitución misma 
invoque expresa o implícitamente esos valores... El papel de la Suprema Corte en 
esto es parte de lo público de la razón, y un aspecto del papel más amplio, 
educativo, de la razón pública". I  

Algunos de esos principios básicos son sin duda la defensa del orden público 
constitucional en su conjunto y el equilibrio de poder entre las entidades del Estado, 
entre otros. Por ello, ante un caso inédito como la reciente declaración de disolución 
del Congreso de la República por parte del Presidente de la República, se configura 
un caso excepcional que exige al Tribunal Constitucional el uso de principios que le 
permitan, en el momento de la calificación de admisibilidad de la demanda 
competencia', la mejor interpretación a fin de abrir el proceso a una etapa 
deliberativa de fondo que sirva para un correcto pronunciamiento en su oportunidad. 

Dado el rol que en nuestro sistema democrático desempeña el Tribunal 
Constitucional es indispensable que en el análisis de fondo de los casos de mayor 
relevancia pública como el presente, este órgano de paso a mayores niveles de 
deliberación, entendiendo la deliberación "como una forma interactiva de 
argumentación que pondera y gestiona información, opciones y preferencias en 
orden a tomar de modo responsable y reflexivo una decisión o una resolución 
práctica".2  Tales niveles de deliberación se podrían manifestar mediante la 
realización de audiencias en las que puedan intervenir, no sólo las partes 
involucradas, sino un amplio número de partícipes que puedan coadyuvar con sus 
respectivas tesis interpretativas, e incluso mediante la publicidad de las sesiones del 
Pleno del Tribunal Constitucional en las que se pueda mostrar a los ciudadanos las 
deliberaciones del máximo órgano judicial de defensa de la Constitución. 

RAWLS, John. Liberalismo político. México, Fondo de Cultura Económica, 5' reimpresión, 2006, p.224. 
2  VEGA REÑON, Luis y otra (editores). Compendio de lógica, argumentación y retórica. Madrid, Trotta, 
2011, p. 179. 
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8. Volviendo a la etapa de admisibilidad, cabe mencionar que ante casos excepcionales 
como el presente, el Código Procesal Constitucional ha previsto determinados 
principios procesales constitucionales como el de "adecuación de las formalidades 
al cumplimiento de los fines de los procesos constitucionales" (artículo III del 
CPCons) y ha establecido el "deber" del Tribunal Constitucional de utilizarlo 
cuando se encuentren comprometidos los fines de los procesos constitucionales 
como por ejemplo "garantizar la primacía de la Constitución" (artículo II del 
CPCons). 

9. En otras palabras, el Código Procesal Constitucional está lleno de formalidades que 
deben cumplirse: requisitos de procedencia, competencias, exigencias para los 
justiciables, para los operadores de justicia, para los abogados, etc. los que son 
conformes con los fines de los procesos constitucionales (garantizar la primacía de 
la Constitución y la vigencia efectiva de los derechos constitucionales). Sin 
embargo, existe la posibilidad excepcional de que, en supuestos o casos no previstos 
por el legislador o en nuevos supuestos, algunas de dichas formalidades puedan ser 
flexibilizadas, ampliadas, cambiadas o mejoradas por el juez o el Tribunal 
Constitucional en función de tales fines. 

10. En tales supuestos excepcionales, los jueces y el Tribunal Constitucional tienen la 
obligación de expresar (justificar) las razones excepcionales que permitan operar del 
tal modo. Aquí se le exige al poder jurisdiccional una carga especial de 
argumentación en la decisión de adecuar las formalidades. No se trata de cambiar 
las formalidades por cambiarlas. Se trata de que exista alguna justificación 
relevante. 

1. En esa misma línea de razonamiento resulta pertinente citar a Pedro de Vega, quien 
sostiene que "so pena de traicionarse los objetivos últimos de la justicia 
constitucional, no se pueden acoplar a ella algunos de los principios y mecanismos 
del procedimiento civil ordinario'. Ello se justifica en la medida en que, como ha 
sostenido el Tribunal en reiterada jurisprudencia, "el Derecho Procesal 
Constitucional constituye un ordenamiento complejo de naturaleza adjetiva debido a 
la naturaleza del ordenamiento sustantivo a cuya concretización sirve -la 
Constitución-, debe ser interpretado e integrado atendiendo a la singularidad que 
éste presenta respecto al resto del ordenamiento jurídico" (STC 0005-2005-CC/TC, 
FJ 4). Por ser la Constitución una Norma Fundamental abierta, encuentra en el 
Derecho Procesal Constitucional y, específicamente, en el CPCons, "un instrumento 
concretizador de los valores, principios y derechos constitucionales, de manera tal 

' De Vega, Pedro. Estudios políticos constitucionales. México D.F: Universidad Autónoma de México, 1987, 
p. 306. 
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que, en última instancia, estos informan el razonamiento y la argumentación del 
juez constitucional” (STC 0005-2005-CC/TC, FJ 4). 

12. En el presente caso, el esquema argumentativo necesario para proceder a la 
adecuación de las formalidades es el siguiente: 

Paso 1: identificar la formalidad que será objeto de adecuación 

La formalidad existente hasta antes de este caso era, conforme aparece en el citado 
artículo 109 del Código, la siguiente: para interponer una demanda en el proceso 
competencial, el Poder Legislativo actuará en el proceso mediante su titular y 
deberá contar con la aprobación del respectivo Pleno. 

Paso 2: plantear la interrogante que suscita el nuevo caso 

¿Puede la Comisión Permanente del Congreso de la República, cuando este ha sido 
disuelto, interponer una demanda en el proceso competencial en nombre del Poder 
Legislativo? 

Paso 3: expresar las razones (R) que justifican la adecuación de la formalidad 
identificada 

R1: uno de los fines de los procesos constitucionales es garantizar la primacía de 
la Constitución (artículo II del CPCons). 

- R2: el Tribunal Constitucional es el órgano de "control de la Constitución" y el 
órgano supremo de control de la constitucionalidad (artículo 1 de la Ley 
Orgánica del Tribunal Constitucional). 

- R3: dados los hechos alegados en la demanda (anexo 2) se aprecia que en la 
sesión de la Comisión Permanente del 2 de octubre de 2019 se autoriza a su 
Presidente para presentar demanda competencial contra el Poder Ejecutivo 
respecto del planteamiento de la denominada cuestión de confianza "fáctica" de 
fecha 30 de setiembre de 2019 que conllevó la posterior disolución del Congreso 
de la República. 

R4: mediante Decreto Supremo 165-2019-PCM de fecha 30 de setiembre de 
2019, el Presidente de la República declaró disuelto el Congreso de la 
República, amparándose en la facultad establecida en el artículo 134 de la 
Constitución, según la cual "El Presidente de la República está facultado para 
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disolver el Congreso si éste ha censurado o negado su confianza a dos Consejos 
de Ministros...". 

R5: Ni en la Constitución, ni en alguna ley, ni en la jurisprudencia del Tribunal 
Constitucional existe algún contenido normativo que indique si las cuestiones de 
confianza que plantee el Presidente de la República, en aplicación del artículo 
134 de la Constitución, deben ser "expresas", "tácitas", "fácticas", todas o sólo 
alguna de ellas. 

Conclusión: por las razones antes expuestas, se debe adecuar la referida 
formalidad para permitir que la Comisión Permanente, en el supuesto de 
disolución del Congreso, pueda interponer demanda en el proceso competencia! 
respecto de la cuestión de confianza del 30 de setiembre de 2019, toda vez que 
la solución del conflicto que se alega exige que el Tribunal Constitucional 
interprete correctamente el artículo 134 de la Constitución, entre otras 
disposiciones y verifique si se han producido o no los alegados vicios de 
incompetencia. 

Paso 4: identificar la nueva formalidad, luego de la adecuación 

La nueva formalidad, conforme aparece en el citado artículo 109 del Código y la 
interpretación del Tribunal Constitucional, es la siguiente: para interponer una 
demanda en el proceso competencial, el Poder Legislativo actuará en el proceso 
mediante su titular y deberá contar con la aprobación del respectivo Pleno. 
Excepcionalmente, en el supuesto de disolución del Congreso, actuará en su 
representación la Comisión Permanente. 

Cuestiones adicionales: 

13. Ha hecho bien el Pleno del Tribunal Constitucional (fundamento 15) en no tornar en 
consideración el acuerdo de la sesión del Pleno del Congreso del 25 de julio de 
2019, que autoriza al entonces Presidente del Congreso a presentar una demanda 
competencial contra el Poder Ejecutivo respecto de la cuestión de confianza 
planteada el 4 de junio de 2019, pues, en estricto, allí no hubo conflicto, tanto es así 
que la cuestión de confianza fue otorgada e incluso, posteriormente, se aprobaron 
determinados proyectos planteados, incluso los de reforma constitucional. Al 
proceso competencia! se debe acudir cuando exista algún conflicto, no para realizar 
consultas sobre futuros e inciertos conflictos. 
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14. En efecto, la autorización realizada en aquella fecha, 25 de julio de 2019, por el 
Pleno, se centró en la cuestión de confianza planteada el 4 de junio de 2019, en la 
que el ex Presidente del Consejo de Ministros, Salvador Del Solar, sustentó y 
solicitó la confianza sobre 6 proyectos de ley relacionados con la reforma política 
sobre fortalecimiento institucional y la lucha contra la corrupción, dos de los cuales 
son proyectos sobre reformas constitucionales. 

15. Incluso, dicho pedido fue aprobado por el propio Congreso el 5 de junio de 2019, 
como lo asevera el propio demandante. Entonces, con independencia de que en la 
demanda se alegue que el Presidente de la República interpretó subjetivamente que 
materialmente no se otorgó la confianza por no estar conforme con los proyectos de 
ley finalmente aprobados por el Pleno del Congreso, lo cierto es que la materia 
controvertida objeto de la autorización del 25 de julio, esto es, si se podía someter a 
confianza la aprobación de tales reformas políticas, mereció de parte del propio 
Pleno una respuesta positiva, porque dicho pedido fue aprobado el 5 de junio e 
incluso, según asevera en la demanda, a su criterio se aprobaron los 6 proyectos de 
reforma política sujetos a cuestión de confianza. 

16. Entonces, si el propio Congreso aprobó el pedido de confianza según se afirma en la 
demanda, y si se agrega también que se aprobaron los proyectos de ley objeto de 
cuestión de la confianza con fecha 25 de julio, ¿resulta procedente que el 
demandante ahora pretenda que este Tribunal se pronuncie sobre los alcances de 
una cuestión de confianza que, según alega, el Congreso votó y aprobó en su 
oportunidad?, ¿corresponde acaso a este Tribunal pronunciarse sobre un supuesto o 
aparente menoscabo de competencias del disuelto Congreso cuando el propio 
demandante acepta que dicho presunto "menoscabo" fue convalidado por los 
propios actos parlamentarios aprobados por aquel Pleno del Congreso? Respuesta: 
claramente no resulta procedente dicho extremo. 

17. Por consiguiente, conforme se aprecia en el auto del Tribunal Constitucional de 
fecha 29 de octubre de 2019, el objeto de control en el presente caso se 
circunscribe a examinar específicamente si existen vicios de incompetencia 
relacionados con la cuestión de confianza del 30 de setiembre de 2019 y 
posterior disolución del Congreso, mas no para controlar la cuestión de 
confianza del 4 de junio de 2019, ni para emitir opiniones consultivas sobre las 
diferentes posibilidades que tiene el Presidente de la República al hacer uso de 
la cuestión de confianza o las diferentes posibilidades que tiene el Congreso de 
la República en los conflictos políticos con el Poder Ejecutivo. 
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No le corresponde al Tribunal Constitucional reemplazar al poder 
constituyente y emitir tales opiniones consultivas. Le corresponde solucionar 
un conflicto concreto relacionado con la cuestión de confianza del 30 de 
setiembre de 2019 y posterior disolución del Congreso. Nada más y nada menos 
que eso. 

En este punto resultan pertinentes las expresiones de Zagrebelsky y Marcenó en el 
sentido de que "en el concepto de conflicto no se presenta en primer plano el control 
constitucional de las acciones ilegítimas" y que "el objeto controvertido del 
conflicto es la distribución de competencias, no consideradas en abstracto, sino en 
relación con el funcionamiento real de los órganos y entes constitucionales. El 
juicio, por tanto, no concierne principalmente sobre la legitimidad de actos, sino 
sobre la competencia de órganos constitucionales. Entre un vicio de legitimidad 
constitucional y la lesión de la competencia de otros órganos no existe 
necesariamente coincidencia. Pueden existir actos ilegítimos no lesivos, pero, por el 
contrario, cualquier lesión sólo puede derivarse de un acto ilegítimo".4  Lo que le 
corresponde al Tribunal Constitucional es examinar lesiones o conflictos de 
competencia concretos, más no realizar controles de constitucionalidad 
desvinculados de tales conflictos. 

18. Finalmente, cabe mencionar que la demanda de autos contiene la firma de un 
abogado que se presenta en el ejercicio privado de la profesión, cuando, en todo 
caso, de acuerdo a las exigencias de este proceso, quien debe ejercer la defensa legal 
es el respectivo Procurador, por cuanto, como sostienen el artículo 47 de la 
Constitución y el artículo 7 del Código Procesal Constitucional, la defensa está a 
cargo del Procurador Público, de modo que la parte demandante debe proceder a 
rectificar esta anomalía. 

Lo que certifico: 

Flavio Reátegui Apaza 
Secretario Relator 

TRIBUNALCONSTITUCIONAL 

4  ZAGREBELSKY, Gustavo e MARCENÓ, Valeria. Giustizia Costituzionale. T. II. Bologna, II Mulino, 
seconda edizione, 2018. p.266. 
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Coincido con el sentido de lo resuelto por mis colegas, pero esa coincidencia debe tomar 
en cuenta las siguientes consideraciones: 

1. Cuando en un proceso competencia) se hace una primera evaluación de lo 
presentado, aquello implica un análisis sobre si se procede a admitir la demanda 
o se hace un rechazo liminar de la misma. Ello involucra, entre otros factores, si 
hay materia constitucional a discutir y si existe legitimación procesal activa 
(capacidad para presentar demandas) o legitimación procesal pasiva (capacidad 
para ser demandado). Ahora bien, ello debe hacerse dentro del marco de las 
competencias que son propias de un Tribunal Constitucional y de los principios 
procesales dentro de los cuales se debe desarrollar su labor interpretativa. 

2. Y es que todo Tribunal Constitucional asume su labor desde una dinámica 
finalista: limitar el poder para permitir un razonable ejercicio de los derechos de 
todas las personas. En ese sentido, además de "constitucionalización del 
Derecho", la "constitucionalización de la política", la "convencionalización del 
Derecho" o la integración social, a todo juez(a) constitucional en general, y a 
quien integra un Tribunal Constitucional en particular, le toca , dentro de su 
quehacer de concretizar los valores, principios, derechos, deberes y preceptos que 
tiene una Constitución (o que se infieren de ella, máxime si, como corresponde, 
se hace una lectura sistemática y convencionalizada de la misma), asumir una 
tarea mediadora, pacificadora y moderada, ejercida, claro está dentro de los 
parámetros constitucionales y convencionales vigentes. 

3. Y es que nunca debe perderse de vista que un Tribunal Constitucional tiene una 
posición especial en el ordenamiento jurídico del Estado al cual pertenece. Entre 
diversos intérpretes vinculantes calificados de lo que es conforme a la 
Constitución, le corresponde ser el organismo de cierre en esa interpretación 
vinculante de dicha Constitución. Dicho con otras palabras, ante una diversidad 
de interpretaciones o formas de entender lo que quiere decir un texto 
constitucional, es al Tribunal Constitucional a quien le corresponde dar la última 
interpretación conforme a la Constitución frente a los problemas económicos, 
sociales o políticos que pueden derivar de la forma en que comprendernos las 
principales normas que nos rigen como sociedad. 

4. Se deriva de esta posición de intérprete de cierre una serie de responsabilidades 
que se relacionan con el tipo de casos que conoce un Tribunal Constitucional. Y 
es que muchas de las causas que se conocen tienen efectos importantes en el 
ordenamiento jurídico, el sostenimiento de la institucionalidad nacional, y, sobre 
todo, en la vigencia de los derechos fundamentales de ciudadanos y ciudadanas. 
El presente caso es precisamente uno de aquellos. 
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En ese mismo tenor, y en reiterada jurisprudencia, este mismo Tribunal ha 
señalado que asume un rol pacificador, lo cual dista de ser una afirmación 
únicamente sostenida por buenas intenciones. Como ya se ha dicho en más de una 
oportunidad, el Tribunal Constitucional no sólo ejerce una función de valoración, 
entendida como un análisis de compatibilidad de una norma o acto con el 
parámetro constitucional, "sino también una función ordenadora y pacificadora, 
esto es, orientada a crear certidumbre, estabilidad y seguridad respecto de los 
hechos que, directa o indirectamente, sean sometidos a su conocimiento o que 
puedan tener lugar como consecuencia de la expedición de sus sentencias." (STC 
00021-2003-PI/TC, f.j. 2) 

6. Así también, se tiene dicho que esta función pacificadora no se predica respecto 
de "intereses de contenido y alcance subjetivos, sino del orden constitucional 
(normatividad) y de la realidad social (normalidad) en conjunto; pues, con 
relación a la Constitución, la jurisdicción constitucional no actúa ni puede actuar 
como un órgano neutro, sino, por el contrario, como su principal promotor." (STC 
00023-2005-PI/TC, f.j. 12) 

7. En el mismo sentido va la referencia a un rol moderador, mediante el cual se trata 
de evitar o apaciguar los posibles conflictos que puedan dañar la institucionalidad 
del país, aunque desde luego sin invadir competencias que le sean ajenas (00006-
2018-PI/TC, fj. 56). 

8. Si ya se tiene especificado este rol hoy central en la labor de todo Tribunal 
Constitucional, debe también entenderse que la constitucionalización de la 
política, como fenómeno ya indiscutible en el Perú, parte de una concepción 
normativa de la Constitución que sostiene la necesidad de que no existen zonas 
exentas de interpretación y control conforme a parámetros constitucionales, lo 
cual también incluye el quehacer político en sus distintas manifestaciones. En 
consecuencia, esta constitucionalización de la actividad política ha colocado al 
Tribunal en un rol mediador, dentro del cual, debe responder a las demandas de 
solución política desde el más relevante parámetro jurídico. 

9. Ahora bien, en cuanto a lo que respecta al pronunciamiento de admisibilidad de 
la demanda competencial, no ha pasado desapercibido para los jueces que 
conforman el Pleno del Tribunal Constitucional, las expectativas generadas por el 
presente caso, así como sus posibles desenlaces. Es claro para el suscrito la 
relevancia que tiene para todos y todas que se dé una respuesta, por ejemplo, a 
este conflicto competencial, y a los temas que involucra la demanda presentada. 

10. En ese sentido, parece, si de función pacificadora, moderadora o mediadora del 
Tribunal se habla, conviene analizar con especial relevancia si los hechos alegados 
implican o no una verdadera controversia constitucional. Ello involucraría en 
primer lugar, determinar si la cuestión de confianza planteada invadía la función 
propia del Congreso de elegir magistrados(as) del Tribunal Constitucional o 
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amente implicaba admitir un cam o legal en una parte procedimental de dicha 
elección (y si ese cambio era de aplica ión inmediata o no) 

TRIBUNAL CONSTITUCION 

11. En segundo término, involucraba pronunciarse sobre si en la situación en 
particular se produjo una denegatoria de la cuestión confianza presentada, o más 
bien se procedió a deducir sin real sustento dicha denegatoria. La respuesta por la 
cual se opte al respecto es, sin duda, la que determina si la disolución realizada el 
30 de setiembre pasado implicó una invasión de competencias o no, o, dicho con 
otras palabras, si la disolución practicada se hizo o no de acuerdo a la 
Constitución. Si lo que se busca es una respuesta que modere y pacifique el 
conflicto, parece ser más oportuno escuchar a quienes se encuentran involucrados 
para así escuchar a todas las voces generando consenso en la postura jurídica 
asumida. Ese tipo repuestos difícilmente puede alcanzarse en un escenario de 
rechazo liminar. 

12. De otro lado, las disposiciones sobre legitimación procesal en el Código Procesal 
Constitucional, como se ha señalado en el auto, utilizan la frase "la decisión [sobre 
la actuación en el proceso] requerirá contar con la aprobación del respectivo 
pleno". Dicha disposición, no admitiría, en principio, posibilidad de que sea otro 
órgano el competente. En ese sentido, solo el Pleno del Congreso y no la Comisión 
Permanente puede habilitar la demanda competencial. 

13. Dicho esto, la interpretación que realiza el Tribunal Constitucional no puede estar 
aislada de los principios y valores constitucionales. Debe atender, más bien, al rol 
pacificador y moderador correspondiente a esta Alta Corte. Y es que el artículo 
III del Título Preliminar del Código Procesal Constitucional permite que el 
Tribunal Constitucional adecue las exigencias de las formalidades previstas en el 
Código al logro de los fines de los procesos constitucionales. Estos fines, tal corno 
se señala en el artículo II del Título Preliminar del Código Procesal 
Constitucional, no son otros que los de garantizar la primacía de la Constitución 
y la vigencia efectiva de los derechos fundamentales. 

14. Necesario es resaltar que las reglas de legitimación y representación procesal no 
son asuntos menores ni formalidades sin objeto. Muy por el contrario, son 
parámetros que permiten encausar correctamente el desarrollo de los diferentes 
procesos constitucionales y adjudicar efectos a sus decisiones. Sin embargo, 
puede observarse que, en el caso concreto, es posible admitir que el 
pronunciamiento que se busca sobre la constitucionalidad o no de la disolución 
del Congreso de la República se encuentra estrechamente vinculado a las 
relaciones entre Gobierno y Congreso, la forma de comprender la democracia y 
la interpretación que se da a las normas de la parte orgánica de la Constitución. 
Ello en un contexto en el cual el Congreso ha sido disuelto (falta determinar si 
constitucionalmente o no), y por ende, no hay Pleno que convalide una 
interposición de demanda. Sin duda eso lleva a que, a pesar de encontrarnos hoy 
en el supuesto del artículo 135 de la Constitución (en tanto y en cuanto todavía no 
hay un pronunciamiento sobre la constitucionalidad de la disolución del 30 de 
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setiembre pasado) pueda jugarse con una perspectiva más flexible, si del derecho 
de acceso a la justicia se habla. Estos son solo algunos de los temas que dan cuenta 
de la relevancia que tendría un futuro pronunciamiento, lo que, a su vez, permite 
aplicar el principio de flexibilidad y admitir excepcionalmente la demanda. 

15. Abona en favor de este razonamiento la aplicación de los principios procesal que 
deben orientar el quehacer de todo Tribunal Constitucional, y entre ellos, 
especialmente, los de elasticidad y pro actione que, entendido en clave de que lo 
que hoy jurídicamente se le pide a un Tribunal Constitucional, permita, en base a 
la tutela de un derecho (acceso a la justifica) y la labor propia de la judicatura 
constitucional, otorgar excepcionalmente legitimación procesal a quien 
difícilmente en otro contexto podría concederse dicha atribución. 

16. Finalmente, lo resuelto al admitir no implica darle la razón a alguno de los 
intervinientes en el presente proceso. Habilita a que, en el escenario jurídico 
propio de un Tribunal Constitucional, puede ventilarse el debate de un tema 
relevante, dentro del cual se requiere una más clara y vinculante concretización 
de los alcances de nuestra Constitución vigente, máxime si aquello va a facilitar 
el ejercicio de funciones hoy capitales al quehacer de todo Tribunal Constitucional 
dentro del constitucionalismo contemporáneo, sin perjuicio del resultado final al 
cual se llegue en esta situación en particular. 

S. 

ESPINOSA-SALDAÑA BARRERA 

Lo que certifico: 

775- 
Flavio Reátegui Apaza 

Secretario Relator 
TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 
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FUNDAMENTO DE VOTO DEL MAGISTRADO FERRERO COSTA 

Con el mayor respeto por la posición de mis colegas magistrados, emito el presente 
fundamento voto por las siguientes consideraciones. 

Coincido con admitir la demanda competencia) respecto a las pretensiones que la ponencia 
refiere en su fundamento 16. 

En mi opinión, cualquier duda en cuanto a la legitimidad activa para plantear la demanda, 
debe resolverse en favor de su procedencia, en aplicación del principio pro actione, ya que 
estamos ante un proceso que tiene por finalidad garantizar la primacía de la Constitución 
(cfr. artículos II y III del Título Preliminar del Código Procesal Constitucional). 

Al mismo tiempo, estimo que es deber ineludible del Tribunal Constitucional resolver esta 
controversia que enfrenta tan seriamente a dos poderes del Estado, por ser este Tribunal el 
"órgano de control de la Constitución" (artículo 201 de esta) y su supremo intérprete (cfr. 
artículo 1 de su Ley Orgánica). Más aún si lo ocurrido el 30 de septiembre último es una 
situación inédita en nuestro Estado de derecho, que incide directamente en el equilibrio de 
poderes y cuya constitucionalidad ha propiciado ardorosos debates entre juristas y en la 
opinión pública en general. 

S. 

FERRERO COSTA 

L.i que certifico: 

oce•aae• 	..... zat4'e-  e 

Flavio Reáteg Apaza 
Secretario Relator 

TRI RUNA'. CONSTITUCIONAL 
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